
 

Número Identificador   

 

SEN2018 ___________ 
 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL I 
 
 

 
AUTORIDAD DE LOS 
PUERTOS DE PUERTO 

RICO 
Apelado 

 
 

v. 

 
 
K.F. AVIATION, INC. 

Apelante 
 

 
 
 

 
 

KLAN201800825 

APELACIÓN 
procedente del 
Tribunal de 

Primera Instancia 
Sala de San Juan 

 
 
Civil Núm.: 

K PE2016-3607 
 
Sobre: 

Cobro de Dinero y 
Desahucio 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Cancio Bigas 
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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de septiembre de 2018. 

Comparece KF Aviation, Inc. (KF o el apelante) mediante el 

presente Recurso de Apelación, y solicita que revoquemos la 

Sentencia Enmendada Nunc Pro Tunc dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI), el 17 de marzo de 2017, 

enmendada el 18 de julio de 2018, notificada a las partes el día 23 

siguiente. Mediante la misma, el TPI declaró ha lugar una Demanda 

de desahucio y cobro de dinero instada por la Autoridad de los 

Puertos de Puerto Rico (Puertos o la apelada), ordenó el desalojo de 

la propiedad y condenó a KF al pago de $88,676.16 por penalidades 

adeudadas hasta el mes de febrero de 2017, más la renta que se 

acumule hasta la entrega de la propiedad e intereses, más una 

penalidad de $34.08 por cada día subsiguiente al 28 de febrero de 

2017, y a satisfacer las costas, gastos y una suma no menor de 

$1,000 por honorarios de abogado. 

Además, KF solicita que revoquemos la Sentencia Parcial 

dictada el 11 de abril de 2017, notificada el día siguiente, mediante 

la cual se denegó la conversión del procedimiento a uno ordinario 
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“por ser un procedimiento de desahucio y tener ante su 

consideración a quién pertenece la propiedad”. En esta sentencia se 

desestimó, sin perjuicio, la Reconvención presentada por KF. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado. 

I. 

 Según surge del expediente, el 7 de diciembre de 2016, 

Puertos presentó una Demanda de desahucio y cobro de dinero 

contra KF. Alegó que el 22 de febrero de 2001, KF y Puertos 

otorgaron un contrato de arrendamiento (Contrato), sobre la 

propiedad que consiste de 6,000 pies cuadrados para dedicarla 

como estacionamiento de avión privado y construcción de hangar. 

Además, alegó que el 31 de enero de 2005, las partes 

otorgaron un Acuerdo Suplementario (Acuerdo) mediante el cual se 

enmendaron los Artículos 1 (Concesión Objeto de este Contrato), 2 

A y C (Término), 3 (Uso de la Propiedad Objeto de este Contrato), 5 

A (Renta) y 6 A (Fianza) del Contrato. En el Acuerdo se dispuso, entre 

otros asuntos, que “en la eventualidad de que el Arrendatario no 

desaloje y/o entregue la posesión y/o llave de la propiedad 

arrendada al momento de la terminación de este Contrato, el 

Arrendatario acepta y se somete al procedimiento sumario de 

desahucio…” y le pagará a Puertos una penalidad de $34.08 por 

cada día subsiguiente a la fecha de la terminación del Contrato en 

adición al pago de la renta mensual establecida en el Contrato como 

compensación por el uso y ocupación de la propiedad arrendada. 

Dicho Acuerdo tenía una vigencia de 5 años comenzando el 31 de 

enero de 2005 y con vencimiento el 30 de enero de 2010. El pago de 

la renta durante la vigencia del Acuerdo era la suma de $340.81 

mensual. 

Por último, sostuvo que el 4 de noviembre de 2016 envió una 

carta a KF en la que se le solicitó el desalojo de la propiedad y el 
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pago de $85,200. Alegó que la deuda se encuentra vencida, es 

líquida y exigible y que todas las gestiones realizadas para cobrar la 

deuda habían resultado infructuosas. 

El 19 de diciembre de 2016, KF presentó su Contestación a 

Demanda, Defensas Afirmativas y Reconvención. Sostuvo que KF 

tiene un Contrato con Puertos para el arrendamiento de la 

propiedad y construcción de hangar que se llevó a cabo en el 2004. 

Alegó además que, desde enero de 2010, KF ha promovido el 

otorgamiento de un nuevo contrato y ha sometido toda la 

documentación solicitada por Puertos para culminar la renovación 

del contrato entre las partes. Sin embargo, dicho nuevo contrato 

nunca ha sido producido por Puertos. Afirmó que ha realizado todos 

los pagos facturados por Puerto desde diciembre de 1994 hasta 

diciembre de 2016, se mantiene al corriente en sus pagos de 

arrendamiento mes a mes, y nunca recibió comunicación alguna de 

Puertos informándole sobre algún incumplimiento del Contrato o 

requiriéndole el pago de suma alguna además del canon de 

arrendamiento mensual. 

Finalmente, en su Reconvención añadió que Puertos entregó 

un borrador de contrato para que fuera estudiado y las diferencias 

que existían sobre dicho documento se discutieron en una reunión 

efectuada el 14 de mayo de 2015, con el Asesor Legal General de 

Puertos, Lcdo. Francisco E. Cruz Febus. Éste, al concluir la reunión, 

se comprometió a realizar las enmiendas necesarias al borrador para 

proceder con la firma del contrato. 

El 19 de diciembre de 2016, KF presentó una Solicitud de 

conversión a trámite ordinario. Por su parte, Puertos presentó una 

Contestación a reconvención y oposición a conversión a trámite 

ordinario. 

Así las cosas, el 14 de febrero de 2017 se celebró el juicio en 

su fondo. Luego de evaluar los planteamientos de las partes, el TPI 
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denegó la conversión a un pleito ordinario y desestimó sin perjuicio 

la Reconvención presentada por KF, exhortándole a que presentara 

el pleito aparte que correspondiera.  

Además, en la vista Puertos presentó los testimonios de los 

Sres. Rolando Vázquez Cartagena, Janice Pagán Bonilla, Jorge 

Suárez Pérez y José A. Riollano Irizarry. Por KF declaró el Sr. 

Francisco Ferraiuoli. Aquilatada la prueba testimonial, así como la 

extensa prueba documental presentada, el TPI halló probadas —por 

no haber controversia— las siguientes determinaciones de hechos: 

3. El 22 de febrero de 2001, el demandante y la 
parte demandada otorgaron un contrato de 
arrendamiento sobre la propiedad que consiste 
de 6,000 p/c en el Aeropuerto Fernando Ribas 
Dominicci en Isla Grande, San Juan, Puerto 
Rico, para dedicarla como estacionamiento de 
avión privado y construcción de hangar. 

 
4. El 31 de enero de 2005, el demandante y la parte 

demandada otorgaron un Acuerdo 
Suplementario mediante el cual se enmendó el 
Artículo 1 (Concesión Objeto de este Contrato), 
los incisos A y C de[l] Artículo 2 (término), el 
Artículo 3 (Uso de la Propiedad Objeto de este 
Contrato), el inciso A del Artículo 5 (Renta) y el 
inciso A del Artículo 6 (Fianza). 

 
5. El Artículo 2 (D) del contrato de arrendamiento 

establece que “en la eventualidad de que el 
Arrendatario no desaloje y/o entregue la 
posesión y/o llave de la propiedad arrendada 
al momento de la terminación de este 
Contrato, el Arrendatario acepta y se somete 
al procedimiento sumario de desahucio bajo 
la jurisdicción del Tribunal de Primera 
Instancia de Puerto Rico”. 

 
6. El Artículo 2 (C) del Acuerdo Suplementario 

establece que, si al momento de la fecha de 
expiración de este Contrato el Arrendatario no 
desaloja o entrega la posesión y/o llave de la 
propiedad arrendada inmediatamente, el 
Arrendatario pagará a la Autoridad una 
penalidad de ($34.08) por cada día subsiguiente 
a la fecha de la terminación del Contrato. 
Además, el Arrendatario pagará a la Autoridad 
una suma equivalente a la renta mensual 
establecida en el Contrato como compensación 
por el uso y ocupación de la propiedad 
arrendada. La aceptación por parte de la 
Autoridad de las sumas descritas en este párrafo 
no dará lugar a que el Contrato ha sido 
enmendado[,] prorrogado, renovado o extendido, 
ni se ha dado la figura de la tácita reconducción. 

 
7. El Artículo 2 (E) del contrato de arrendamiento 

establece que el Arrendatario se obliga al pago de 
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costas y honorarios de abogado, en caso de que 
la Autoridad presente acción legal de desahucio, 
cobro de dinero, daños y perjuicios o cualquier 
otra acción legal por incumplimiento del 
Arrendatario con sus obligaciones. 

 
8. El Acuerdo Suplementario otorgado entre las 

partes dispone que el término del arrendamiento 
sería por 5 años vencederos el 30 de enero de 
2010 y el canon de arrendamiento pactado es de 
$340.81 mensuales. 

 
9. El Acuerdo Suplementario dispone que la parte 

demandada acuerda desalojar y entregar la 
posesión y/o llave de la propiedad arrendada al 
cumplirse el término del arrendamiento. 

 
10. Mediante comunicación cursada el 4 de 

noviembre de 2016, por correo certificado 
número 70131710000209713916, se le solicitó a 
la parte demandada el desalojo de los predios de 
la Autoridad de los Puertos de Puerto Rico. 

 
11. A pesar de las comunicaciones remitidas a la 

parte demandada, ésta permanece en posesión 
física de la propiedad antes descrita y adeudando 
la cantidad de $88,676.16 por concepto de 
penalidades adeudadas hasta el mes de febrero 
de 2017. 

 
12. La múltiples gestiones y esfuerzos extrajudiciales 

de la parte demandante para el cobro de las 
cantidades adeudadas o la devolución de la 
propiedad han resultado infructuosas. 

 
13. Las cantidades adeudadas por la demandada 

están vencidas, son líquida y exigibles. 
 
14. El contrato con K.F. Aviation, Inc. Venció el 30 

de enero de 2010, y desde entonces la parte 
demandada permanece en posesión física de la 
propiedad descrita en la demanda adeudando la 
cantidad de $88,676.16 por concepto de 
penalidades adeudadas hasta el mes de febrero 
de 2017. 

 
[…] 

 
15. DESAHUCIO 
 

(A) La parte demandante alega que el contrato de 
arrendamiento AP-00-01-(4)-058, junto con 
el Acuerdo Suplementario (E-1) AP-00-01-(4)-
058 otorgado con K.F. Aviation, Inc., el 31 de 
enero de 2005, venció el 30 de enero de 2010. 
Desde entonces, la parte demandada 
permanece en posesión física de la propiedad 
descrita en la demanda adeudando la 
cantidad de $88,676.16 por concepto de 
penalidades adeudadas hasta el mes de 
febrero de 2017. Por lo tanto, corresponde 
que se decrete el desahucio de la parte 
demandada. En apoyo a su posición, la parte 
demandante presentó como exhibits Contrato 
de Arrendamiento número AP-00-01-(4)-058 
entre la Autoridad de los Puertos de Puerto 
Rico y K.F. Aviation, Inc. otorgado el 22 de 
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febrero de 2001 y el Acuerdo Suplementario 
número (E-1) AP-00-01-(4)-058 entre la 
Autoridad de los Puertos de Puerto Rico y K.F. 
Aviation, Inc., otorgado el 31 de enero de 
2005 (Refiérase al Artículo 2) donde, entre 
otras cosas, se establece que el término del 
contrato venció; y la penalidad aplicable a la 
terminación del contrato por no entregar la 
posesión y/o llave de la propiedad arrendada 
inmediatamente al momento de la 
terminación del Contrato. Además, (Refiérase 
al Artículo 10 B del Contrato de 
Arrendamiento) donde entre otras cosas se 
establece la titularidad del hangar construido 
por la demandada al momento de la 
expiración del contrato. 
 

(B) La parte demandada alega que tiene derecho 
a permanecer en la propiedad descrita en la 
demanda. Sin embargo, no presentó 
evidencia que le conceda este derecho, ya que 
el contrato venció y la demandada se opone a 
firmar un nuevo contrato con las tarifas 
aplicables. 

 
(C) Merece entero crédito la versión de la 

demandante por la preponderancia de la 
prueba presentada, que procede que se 
decrete el desahucio de la parte 
demandada; ya que el contrato con K.F. 
Aviation, Inc., venció el 30 de enero de 
2010, y desde entonces, la parte 

demandada permanece en posesión física 
de la propiedad descrita en la demanda 
adeudando la cantidad de $88,676.16 por 
concepto de penalidades adeudadas hasta 
el mes de febrero de 2017. 

 
16. Deuda K.F. Aviation, Inc.: 
 

(a) La parte demandante alega que hasta el mes 
de febrero de 2017, K.F. Aviation, Inc., tenía 
un balance por concepto de penalidades 
ascendente a $88.676.16. En apoyo a su 
posición, la parte demandante presentó como 
Exhibits Contrato de Arrendamiento número 
AP-00-01-(4)-058 entre la Autoridad de los 

Puertos de Puerto Rico y K.F. Aviation, Inc., 
otorgado el 22 de febrero de 2001 y el Acuerdo 
Suplementario número (E-1) AP-00-01-(4)-
058 entre la Autoridad de los Puertos de 
Puerto Rico y K.F. Aviation, Inc., otorgado el 
31 de enero de 2005 (Refiérase al Artículo 2 
C); estado de cuenta de K.F. Aviation, Inc.; y 
carta de cobro y solicitando el desalojo del 4 
de noviembre de 2016, dirigida al Ing. 
Francisco A. Ferraiouli Jr., con acuse de 
recibo número 70131710000209713916. 
Además, la parte demandada no presentó 
evidencia del pago del balance adeudado. 
 

(b) La parte demandada alega que dicha deuda 
no aplica ya que la parte demandada tenía 
derecho a permanecer en la propiedad. La 
parte demandada no presentó prueba que le 
conceda dicho derecho (el contrato de 
arrendamiento está vencido desde el 30 de 
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enero de 2010), ni presentó prueba de haber 
entregado la propiedad arrendada. Tampoco 
presentó evidencia de pago de la deuda. 

 
(c) Merece entero crédito la versión de la 

demandante por la preponderancia de la 
prueba presentada, que hasta el mes de 
febrero de 2017 K.F. Aviation, Inc., tenía 
un balance por concepto de penalidades 
ascendente a $88,676.16. 
 

 A la luz de estas determinaciones de hechos, el TPI declaró ha 

lugar la Demanda instada por Puertos, ordenó el desalojo de la 

propiedad y condenó a KF al pago de $88,676.16 por penalidades 

adeudadas hasta el mes de febrero de 2017, más la renta que se 

acumule hasta la entrega de la propiedad e intereses, más una 

penalidad de $34.08 por cada día subsiguiente al 28 de febrero de 

2017, y a satisfacer las costas, gastos y una suma no menor de 

$1,000 por honorarios de abogado.  

Posteriormente, 11 de abril de 2017, el TPI dictó una Sentencia 

Parcial mediante la cual se denegó la conversión del procedimiento 

a uno ordinario “por ser un procedimiento de desahucio y tener ante 

su consideración a quién pertenece la propiedad” y desestimó sin 

perjuicio la Reconvención presentada por KF. 

El 26 de abril de 2017, KF presentó una Moción de 

Reconsideración en cuanto a la Sentencia Parcial de 11 de abril de 

2017 y Moción de Reconsideración y Solicitud de Enmiendas o 

Determinaciones de Hechos Adicionales bajo las Reglas 47 y 43 de 

Procedimiento Civil de la Sentencia de 11 de marzo de 2017. 

Mediante Orden del 9 de junio de 2017, notificada el 12 de 

junio de 2017, el TPI resolvió lo siguiente: 

EN CUANTO A RECONSIDERACIÓN DE LA 
SENTENCIA PARCIAL ESTE TRIBUNAL LA 

DECLARO NO HA LUGAR. EL PROCESO 
SUMARIO DEL DESAHUCIO TRATA DE 

DEVOLVER LA POSESIÓN DE UN INMUEBLE A 
SU JUSTO DUEÑO. 
 

EN CUANTO AL RESTO DE LA PETICIÓN DE LA 
PRESENTE MOCIÓN EXAMINADA 
DETENIDAMENTE, EL TRIBUNAL SE REITERA 
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EN SU SENTENCIA DEL 17 DE MARZO DE 2017 
Y DECLARA LA MISMA NO HA LUGAR. 

 El 27 de abril de 2018, Puertos solicitó el lanzamiento de KF y 

la ejecución de la Sentencia dictada el 17 de marzo de 2017. El 30 

de abril de 2018, KF se opuso a que se expidiera la orden. Argumentó 

que conforme el caso ATPR v. SLG Volmar-Mathieu, 196 DPR 5 (2016), 

la Sentencia no era final por adolecer de la fijación de la fianza que 

el demandado debe otorgar para poder apelar. 

 El 9 de mayo de 2018, el TPI paralizó la orden de lanzamiento 

y concedió 10 días a Puertos para exponer su posición. 

 El 15 de mayo de 2018, Puertos presentó una Moción en 

Cumplimiento de Orden. Alegó que KF tenía que solicitar al TPI que le 

impusiera la fianza dentro del término de 5 días para apelar. Sin 

embargo, KF se cruzó de brazos y esperó 1 año para perfeccionar su 

apelación; y que el TPI no tiene un deber ministerial para fijar la 

fianza en la sentencia de desahucio. Además, citando el caso de 

Castillo v. Castillo, 44 DPR 554 (1993), alegó que era el deber de KF 

gestionar el perfeccionamiento de su recurso dentro del término 

legal. KF replicó dicha moción. 

 Mediante Orden del 21 de mayo de 2018, el TPI determinó que 

carecía de jurisdicción para fijar la fianza por haber vencido el 

término establecido por ley para apelar. Además, ordenó continuar 

con el lanzamiento y dejó sin efecto la orden de paralización. 

Insatisfecho con el dictamen, el 29 de mayo de 2018, KF 

presentó una Moción de Reconsideración. Reiteró que el caso ATPR v. 

SLG Volmar-Mathieu, supra, le imponía al TPI fijar la fianza en la 

sentencia en los casos de desahucio. 

El 1 de junio de 2018, el TPI concedió 10 días a Puertos para 

exponer su posición e informar “el balance adeudado al día de hoy”. 

Luego de varias mociones de las partes relacionadas con la 

solicitud de embargo y ejecución de sentencia, Puertos presentó una 

Moción en Cumplimiento de Orden, mediante la cual reiteró los 
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argumentos esbozados en la moción de 15 de mayo de 2018 e informó 

que la cantidad adeudada por concepto de penalidades era $103, 

671.36, más $1,000 por honorarios de abogado. 

Tras tener el beneficio de las referidas comparecencias, el TPI 

emitió un nuevo dictamen que tituló Sentencia Nunc Pro Tunc que fue 

notificada el 18 de julio de 2018. En ésta sentencia, el TPI 

únicamente incluyó una fianza en apelación de $103,671.36 

correspondiente a la deuda informada por Puertos, más $1,000 por 

honorarios de abogado. 

Inconforme, el 30 de julio de 2018, KF presentó el Recurso de 

Apelación que nos ocupa en el que le imputa al TPI la comisión de 

los siguientes errores: 

A. Erró y abusó de su Discreción el Tribunal de 
Primera Instancia al dictar Sentencia a favor de 
Puertos no obstante incurrir en mala fe 
contractual al no notificar la imposición de una 
penalidad dentro de un término razonable para 
permitirle a KF mitigar daños, incurriendo el TPI 
no solamente en un craso abuso de discreción sino 
en una clara y patente injusticia que contradice 
nuestra primera regla procesal en donde todo 
tribunal debe aspirar a una solución justa, rápida 
y económica, pero sobre todo justa, que es el fin 
del derecho. 
 

B. Erró y abusó de su discreción el Tribunal de 
Primera Instancia al declarar Con Lugar la 
Demanda de Desahucio contrario a los actos 
propios de los oficiales de Puertos a KF de llevar a 
cabo los procedimientos de renovar el Contrato de 
Arrendamiento y al no convertir a trámite 
ordinario a pesar de las alegaciones de la 
Reconvención y las Defensas Afirmativas 

meritorias “Prima Facie” y fundamentadas. 
 

C. Erró y abusó de su discreción el Tribunal de 
Primera Instancia al declarar Con Lugar la 
Demanda no obstante existir cláusulas de los 
contratos y acuerdos que son obscuras y ponen un 
peso inequitativo sobre el arrendatario en un 
documento preparado por Puertos que es uno de 
adhesión. 

 
D. Erró y abusó de su discreción el Tribunal de 

Primera Instancia al imponerle a la demandada KF 
el pago de la suma de $104,671.36 por concepto 
de fianza para poder apelar el dictamen del TPI a 
este Honorable Tribunal al no haber celebrado una 
vista tal y como dicta nuestra jurisprudencia de 
forma tal que el TPI pudiera “evaluar los posibles 
daños a ser cubiertos por la fianza cuando la 
obligación principal está al corriente en sus pagos 
de cánones mensuales y las penalidades 
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impuestas están relacionadas con las actuaciones 
que resultan contraria a la doctrina de los Actos 
Propios siendo dicha suma por la cuantía envuelta 
una arbitraria, abusiva, opresiva y confiscatoria. 

Examinados los escritos de las partes, y los documentos que 

obran en autos, estamos en posición de resolver. 

II. 

A. 

Los contratos son negocios bilaterales que constituyen una de 

las fuentes de las obligaciones en nuestro ordenamiento. Amador v. 

Cong. Igl. Univ. de Jesucristo, 150 DPR 571, 581 (2000). Existe un 

contrato “desde que una o varias personas consienten en obligarse 

respecto de otra u otras, a dar alguna cosa, o prestar algún servicio.” 

Art. 1206, 31 LPRA 3371. Un contrato será válido si concurren tres 

elementos: consentimiento, objeto y causa. Art. 1213, 31 LPRA sec. 

3391.  

En nuestro ordenamiento rige el principio de la libertad de 

contratación. Oriental Financial v. Nieves, 172 DPR 462, 470 (2007). 

Este principio recoge la autonomía contractual de la que gozan las 

partes para establecer los pactos, cláusulas y condiciones que 

tengan por convenientes, siempre que no sean contrarios a la ley, a 

la moral o al orden público. Art. 1207 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3372. De tal manera, que los contratos serán obligatorios, 

indistintamente de la forma en que se hayan celebrado, ya sea por 

escrito o verbal, siempre que en ellos concurran las condiciones 

esenciales para su validez. Art. 1230 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3451; VELCO v. Industrial Serv. Apparel, 143 DPR 243, 250 (1997). 

El principio de pacta sunt servanda, recogido en el Artículo 

1044 del Código Civil, establece que: “[l]as obligaciones que nacen 

de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes contratantes, y 

deben cumplirse al tenor de los mismos”. 31 LPRA sec. 2994; 

Rodríguez Ramos et al. v. ELA et al., 190 DPR 448, 455 (2014). Por 

ello, una vez perfeccionado un contrato, las partes que lo suscriben 
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están sujetas, además de honrar el cumplimiento de lo pactado, a 

“todas las consecuencias que según su naturaleza sean conformes 

a la buena fe, al uso y a la ley”. Art. 1210, 31 LPRA sec. 3375; Banco 

Popular de P.R. v. Sucn. Talavera, 174 DPR 686, 693 (2008). De ahí, 

que “los tribunales están facultados para velar por el cumplimiento 

de los contratos y estos no deben relevar a una parte del cumplimiento 

de su obligación contractual, cuando dicho contrato sea legal, válido 

y no contenga vicio alguno”. Oriental Financial v. Nieves, supra, pág. 

471. 

Uno de los tipos de contratos reconocidos en nuestro 

ordenamiento jurídico es el de arrendamiento, el cual está regulado 

por los Artículos 1432 al 1472 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

LPRA secs. 4011-4093. En este tipo de contrato “una de las partes 

se obliga a dar a la otra el goce o uso de una cosa por tiempo 

determinado y precio cierto”. Art. 1433 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 4012. En un contrato de arrendamiento ambas partes, el 

arrendador y el arrendatario, se obligan recíprocamente. Arts. 1444-

1445 del Código Civil, 31 LPRA secs. 4051-4052.  

Por otro lado, el Artículo 1445 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

4052, dispone que todo arrendatario tendrá que cumplir con las 

siguientes obligaciones principales: (1) pagar el precio del 

arrendamiento en los términos convenidos; (2) usar la cosa 

arrendada como un diligente padre de familia, destinándola al uso 

pactado, y en defecto de pacto, según la naturaleza de la cosa 

arrendada; (3) pagar los gastos que ocasione la escritura del 

contrato.  

Destacamos, además, la reiterada norma del derecho 

contractual que establece que cuando un contrato de arrendamiento 

se pacta por tiempo determinado, concluye en la fecha prefijada sin 

que sea necesario requerirlo. Art. 1455 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 4062.  
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Por otra parte, el Código Civil reconoce el derecho que tiene el 

arrendador para desahuciar judicialmente al arrendatario. Ello 

podrá darse cuando, entre otros, ha expirado el término de 

duración del arrendamiento, si el arrendatario ha incurrido en 

falta de pago o ha incumplido de cualquier condición estipulada. 

Art. 1459 del Código Civil, 31 LPRA sec. 4066. 

B. 

El desahucio es un procedimiento especial de naturaleza 

sumaria cuyo objetivo es recuperar la posesión material de una 

propiedad inmueble mediante el lanzamiento o expulsión del 

arrendatario o precarista que la ocupa sin pagar canon o merced 

alguna. Mora Dev. Corp. v. Sandín, 118 DPR 733, 749-750 (1987); 

Fernández & Hno. v. Pérez, 79 DPR 244, 247 (1956).  

En particular, el Artículo 620 del Código de Enjuiciamiento 

Civil, 32 LPRA sec. 2821, dispone que: 

Tienen acción para promover el juicio de desahucio los 
dueños de la finca, sus apoderados, los 
usufructuarios o cualquiera otro que tenga derecho a 
disfrutarla y sus causahabientes. 

 

Por su parte, el Artículo 621 del Código de Enjuiciamiento 

Civil, 31 LPRA sec. 2822, expresa que: 

Procederá el desahucio contra los inquilinos, colonos 
y demás arrendatarios, los administradores, 
encargados, porteros o guardas puestos por el 
propietario de sus fincas, y cualquier otra persona que 
detente la posesión material o disfrute precariamente, 

sin pagar canon o merced alguna.  

III. 

El apelante nos presenta 4 señalamientos de error en su 

Recurso de Apelación. En el primero, alega que Puertos incurrió en 

mala fe contractual al no notificar la deuda por penalidad dentro de 

un término razonable para permitirle a KF mitigar daños. Como 

segundo error, aduce que el TPI incidió al declarar ha lugar la 

Demanda de desahucio e imponer una penalidad cuando las partes 

estuvieron negociando un nuevo contrato desde el 2010 hasta el 
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2016 y durante todo ese tiempo Puertos nunca le notificó a KF una 

deuda por penalidad. Por ende, entiende que dicha penalidad surgió 

por los actos propios de Puertos. No tiene razón. 

Mediante la acción de desahucio que Puertos instó contra el 

apelante, le solicitó al TPI que le ordenara a este último desalojar su 

propiedad, ya que no tenía derecho a permanecer allí una vez venció 

el contrato de arrendamiento.  

La acción de desahucio atiende específicamente este tipo de 

situaciones. Se trata de un procedimiento sumario cuyo fin es que 

un titular pueda recobrar la posesión de un inmueble que le 

pertenece cuando, entre otros, ha expirado el término de duración 

del arrendamiento. Precisamente, es lo que ocurre en este caso.  

Cabe señalar, que el Artículo 29 del Contrato establece que: 

A. El Arrendatario no quedará relevado del 
cumplimiento pasado, presente o futuro, de sus 
obligaciones por el hecho de que la Autoridad en 
una o más circunstancias no requiera o insista en 
el cumplimiento de las mismas, ni se entenderá 
por ello que la Autoridad ha renunciado a exigir, 
en cualquier momento el cumplimiento o ejecución 
de los términos, pactos o condiciones del presente 
contrato; entendiéndose que las obligaciones 
contractuales del Arrendatario continuarán en 
toda su fuerza y vigor; disponiéndose que el recibo 
y aceptación del canon de renta no se considerará 
como un relevo para cualquier incumplimiento o 
infracción por parte del Arrendatario de lo 
dispuesto contractualmente ni invalidará o 
menoscabará la efectividad de la cancelación o su 
notificación, excepto que así sea expresamente 
acordado por escrito por la Autoridad. 

 

Por otro lado, el Artículo 2 (C) del Acuerdo establece que:  

Al momento de terminación de este Contrato, el 
Arrendatario desalojará y entregará la posesión y/o la 
llave de la propiedad arrendada inmediatamente. Si al 
momento de la fecha de expiración de este Contrato, 
el Arrendatario [no desaloja y entrega la posesión y/o 
la llave de la propiedad arrendada a la Autoridad, el 
Arrendatario] pagará a la Autoridad una penalidad de 
($34.08) (la renta mensual) por cada día subsiguiente 
a la fecha de la terminación de este Contrat[o]. 
Además, el Arrendatario pagará a la Autoridad una 
suma equivalente a la renta mensual establecida en 
este Contrato como compensación por el uso y 
ocupación de la propiedad arrendada. La aceptación 
por parte de la Autoridad de las sumas descritas en 
este párrafo no dará lugar a que el Contrato ha sido 
enmendado, prorrogado, renovado o extendido, ni se 
ha dado la figura de la tácita reconducción. 



 

 

 

KLAN201800825 

 

14 

En nuestro ordenamiento jurídico prevalece la norma que 

establece que “[s]i los términos de un contrato son claros y no dejan 

duda sobre la intención de los contratantes, se estará al sentido 

literal de sus cláusulas”. Art. 1233 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3471. Por ende, eso haremos.  

Según indicado, el Contrato junto con el Acuerdo otorgado el 

31 de enero de 2005, claramente establece que su vigencia se 

extendía hasta el 30 de enero de 2010. Una vez venció, no fue 

renovado. Por tanto, a partir de ese momento, el apelante no tenía 

ningún derecho a mantenerse en la propiedad del apelado. Sin 

embargo, el apelante ha permanecido en la propiedad de la apelada 

y adeuda la cantidad de $103,671.36 por concepto de penalidades 

hasta junio de 2017. Por ende, lo único que tenía el apelante que 

demostrar es que la deuda por concepto de penalidad no aplicaba 

porque tenía derecho a permanecer en la propiedad. Sin embargo, 

no lo hizo. 

En fin, en este caso, es claro que el TPI tuvo ante sí dos 

versiones de los hechos bien diferentes. Luego de escuchar y 

aquilatar la prueba testifical y documental presentada por ambas 

partes, y adjudicada la credibilidad que le merecieron los diferentes 

testigos, el TPI concluyó que el apelante no presentó prueba que le 

conceda dicho derecho (el contrato de arrendamiento está vencido 

desde el 30 de enero de 2010), ni presentó prueba de haber 

entregado la propiedad arrendada. Tampoco presentó evidencia de 

pago de la deuda. Dicho esto, no surgen razones que impidieran al 

TPI resolver el desahucio por el trámite sumario correspondiente. 

La prueba que obra en el expediente no sostiene la versión del 

apelante de que no aplicaba la deuda por concepto de penalidad 

porque tenía derecho a permanecer en la propiedad. Lo que el 

apelante nos propone es que demos entera credibilidad y crédito a 
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su versión de los hechos y sustituyamos la apreciación de la prueba 

que hizo el TPI, por la nuestra.  

Así pues, toda vez que el dictamen apelado se sustenta en la 

prueba que proveyeron las partes en el juicio en su fondo, y que no 

se nos han provisto razones para interferir con el criterio del TPI, no 

lo haremos.  

Por otro lado, el apelante también alega que el TPI incidió al 

no convertir el caso al trámite ordinario.  

Según indicado, mediante Orden del 9 de junio de 2017, 

notificada el 12 de junio de 2017, el TPI denegó la solicitud de 

reconsideración de la Sentencia Parcial presentada por el apelante. 

En dicha sentencia el TPI denegó la conversión del procedimiento a 

uno ordinario y desestimó la Reconvención. Dicha determinación no 

fue revisada por el apelante y advino final y firme. En consecuencia, 

constituye la ley de este caso, por lo que nos abstendremos de 

considerarla en los méritos. No se cometieron los señalamientos de 

error primero y segundo. 

En el tercer error, el apelante plantea que las cláusulas del 

Contrato y el Acuerdo Suplementario para exigir el pago de una 

penalidad son abusivas, opresiva y confiscatoria. Primeramente, 

advertimos que el apelante en su recurso, no discute dicho 

señalamiento. Sólo presenta argumentos sin exponer sus 

fundamentos en derecho. 

Es importante recordar que corresponde a la parte apelante la 

obligación de poner a este Tribunal en posición de resolver la 

controversia a su favor y, de no hacerlo, tenemos que presumir que 

es correcto el dictamen del TPI. Véase Escalera v. Armenteros, 74 

DPR 11, 17-18 (1952). “Meras alegaciones o teorías no constituyen 

prueba.” Asoc. Auténtica Empl. v. Municipio de Bayamón, 111 DPR 

527, 531 (1981). Además, es norma establecida que cualquier 

señalamiento omitido o no discutido, se tendrá por no puesto, por lo 



 

 

 

KLAN201800825 

 

16 

que no se considerará por el foro apelativo. Morán v. Martí, 165 DPR 

356, 365 (2005); Quiñones López v. Manzano Pozas, 141 DPR 139, 

165 (1996). En este caso, el apelante no nos ha puesto en posición 

para atender dicho señalamiento de error, por lo que no lo 

consideraremos. Véase, Regla 16 (C)(1)(f) y (2) del Reglamento de este 

Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 16 (C)(1)(f) y (2). 

En su último señalamiento de error, el apelante arguye que el 

TPI debió celebrar una vista para evaluar los posibles daños a ser 

cubiertos por la fianza. No tiene razón. 

En la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 378-2000, el 

legislador explicó que el Tribunal de Primera Instancia podía fijar la 

fianza “con facilidad al emitir sentencia o dentro del término para 

apelar, a base de la prueba presentada durante la vista en su 

fondo o en una vista de fijación de fianza”. 

Este requisito fue cabalmente cumplido en el presente caso 

pues, como dijimos antes, el 18 de julio de 2018, el TPI dictó una 

Sentencia Enmendada en la cual incluyó una fianza en apelación de 

$103,671.36 correspondiente a la deuda informada por Puertos en 

su Moción en Cumplimiento de Orden. Esto, a base de las cláusulas 

del Contrato presentado en evidencia. En fin, no hallamos, motivo 

alguno que justifique o requiriera la celebración de una vista. Por 

ende, este error tampoco fue cometido. 

IV. 

Por los fundamentos antes expresados, se confirma la 

Sentencia Nunc Pro Tunc apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


